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Expediente Tribunal Administrativo del Deporte núm. 125/2026 TAD.

En Madrid, a 11 de junio de 2026, se reúne el Tribunal Administrativo 
del Deporte para conocer y resolver el recurso interpuesto por D. xxxxxxxxxx, 
en su calidad de Presidente del CLUB _________ contra la Resolución de 31 
de marzo de 2026 del Juez Disciplinario de la Liga Asobal.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. Con fecha de 16 de abril de 2026 ha tenido entrada en 
este Tribunal Administrativo del Deporte el recurso formulado por D. xxxxxxxxxx, 
en su calidad de Presidente del CLUB _________________ contra la 
Resolución de 31 de marzo de 2026 del Juez Disciplinario de la Liga Asobal en 
virtud de la cual se acuerda imponer al Club ___________, como autor de una 
infracción grave tipificada en el artículo 31, apartados a) y k), en relación con 
el artículo 30 del Reglamento Disciplinario Asociativo de la Liga de Clubes 
Españoles de Balonmano ASOBAL, la sanción de MULTA por importe de SEIS 
MIL EUROS (6.000), conforme a lo dispuesto en el artículo 35 y concordantes 
del citado Reglamento.

SEGUNDO. – El 24 de noviembre de 2025 se incoa Expediente nº 
22/2025-2026 fundado en la comunicación por parte de la Secretaría General de 
ASOBAL mediante correo electrónico de fecha 14 de noviembre de 2025, por la que 
se pone en conocimiento de este Juez Disciplinario el incumplimiento de la 
presentación del preceptivo aval por parte del CLUB _______________________ en 
la presente Temporada 2025-2026 de la Liga Nexus Energía ASOBAL.

La Providencia de incoación de 24 de noviembre de 2025 establece 
expresamente que los hechos que han dado lugar al Expediente se basan en la 
comunicación por parte de la Secretaría General de ASOBAL de un posible 
incumplimiento del artículo 15 del vigente Convenio Colectivo del Balonmano 
profesional que, entre otros aspectos, establece que: “Todos los clubes o SAD 
depositarán un aval o garantía salarial de 9.000 euros por temporada. Dicho aval 
aumentará hasta 12.000 euros por temporada para aquellos clubes que contraten hasta 
dos (2) jugadores a tiempo parcial al 50 % de la jornada laboral, según el primer 
párrafo de este artículo”.
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A juicio de la Providencia de incoación, pudiendo ser constitutivos los meritados 
hechos de una vulneración de los referidos Estatutos de ASOBAL (ex artículo 12 y 
concordantes) y demás normas de general y pertinente aplicación y, por ende, de 
infracción disciplinaria.

Tras la tramitación del correspondiente expediente, con fecha 17 de diciembre de 
2025 se dicta por la Instructora, Providencia de pliego de cargos y Propuesta de 
Resolución por la que considera al CLUB _____________, como autor de una falta 
grave del artículo 31, apartados a) y k), en relación con el artículo 30, del 
Reglamento Disciplinario Asociativo de la Liga de Clubes Españoles de Balonmano 
ASOBAL. Y, en consecuencia, imponer al mismo la sanción de MULTA en cuantía de 
seis mil euros (6.000 euros), conforme al artículo 35 y concordantes del mismo texto 
legal.

A la vista de la Propuesta de Resolución, el Juez Disciplinario ASOBAL dictó 
Resolución de 2 de enero de 2026 en virtud de la cuál concluye que “resulta acreditado 
que el Club _________________ no cumplió, en tiempo y forma, con la obligación de 
depositar ante la Liga Profesional la garantía salarial exigida en el artículo 15 del 
vigente Convenio Colectivo del Balonmano Profesional, en relación con el artículo 30 
del mismo texto, así como con las obligaciones económicas y de control establecidas 
en los Estatutos, el Reglamento de Régimen Interno y el Reglamento de Control 
Económico de ASOBAL.”

El recurrente presentó alegaciones sobre la Resolución de 2 de enero de 
2026 a la Propuesta de Resolución de la Instructora, acompañado de 
diversa documentación, que no había sido valorado expresamente en la 
Resolución ya dictada de 2 de enero de 2026, por haber sido presentado con 
posterioridad a la misma.

El Juez Disciplinario dictó Resolución complementaria con fecha de 7 
de enero de 2026 al amparo de lo dispuesto en el artículo 109.2 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, a los solos efectos de valorar las alegaciones y 
documentación presentadas.

La Resolución Complementaria de 7 de enero de 2026 resuelve:

“Desestimar las alegaciones formuladas por el Club _______________ 
con posterioridad al dictado de la Resolución de 2 de enero de 2026 y confirmar 
íntegramente dicha Resolución en todos sus extremos, al no apreciarse 
circunstancia alguna que altere la conclusión de que se produjo un
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incumplimiento del artículo 15 del Convenio Colectivo del Balonmano Profesional, 
del Reglamento de Régimen Interno de ASOBAL y, por ende, la comisión de una 
infracción grave tipificada en el artículo 31, apartados a) y k), en relación con el 
artículo 30 del Reglamento Disciplinario Asociativo.”

TERCERO. El club expedientado interpuso recurso ante este Tribunal 
Administrativo del Deporte con fecha 27 de enero de 2026 dirigido contra la 
Resolución Complementaria, de 7 de enero de 2026, del Juez Disciplinario de 
ASOBAL que confirma la Resolución de 2 de enero de 2026.

Tramitado el recurso con número de Expediente 21/2026 TAD, este Tribunal 
dictó Resolución de 12 de marzo de 2026 por la que acordaba: “ESTIMAR el 
recurso presentado por D. xxxxxxxxx en su calidad de Presidente del CLUB 
____________ (en adelante “el Club”), contra la Resolución Complementaria, 
de 7 de enero de 2026, del Juez Disciplinario de ASOBAL que confirma la 
Resolución de 2 de enero de 2026, declarando la nulidad de la Resolución 
Complementaria de 7 de enero de 2026 del Juez Disciplinario ASOBAL, así 
como la Resolución de 2 de enero de 2026, y retrotrayendo las actuaciones 
del procedimiento instructor hasta el momento de recepción de las 
alegaciones del recurrente a la Propuesta de Resolución de la Instructora para 
que se proceda a dictar una nueva resolución que ponga fin al Expediente nº 
22/2025-2026, atendiendo a las alegaciones presentadas.”

CUARTO. En ejecución de la Resolución del Tribunal Administrativo del 
Deporte, el Juez Disciplinario de la Liga Asobal dictó Resolución de 31 de marzo de 
2026, ahora recurrida.

La Resolución de 31 de marzo de 2026, tras la valoración de las alegaciones 
presentadas por el Club a la Propuesta de Resolución establece expresamente:

“Imponer al Club ____________________, como autor de una infracción 
grave tipificada en el artículo 31, apartados a) y k), en relación con el artículo 
30 del Reglamento Disciplinario Asociativo de la Liga de Clubes Españoles de 
Balonmano ASOBAL, la sanción de MULTA por importe de SEIS MIL EUROS 
(6.000), conforme a lo dispuesto en el artículo 35 y concordantes del 
citado Reglamento.”

El recurrente funda su recurso ante este Tribunal Administrativo del Deporte 
en los siguientes fundamentos:
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1. Inexistencia de culpabilidad: ausencia de dolo o negligencia en la
actuación del club.

2. Vulneración del principio de tipicidad.

3. Con carácter subsidiario: calificación incorrecta de la infracción y
vulneración del principio de proporcionalidad.

En consecuencia, solicita que: “1. Con carácter principal, declare nula la
resolución impugnada por los motivos de fondo expuestos en el presente recurso, al
no haber incurrido el Club en infracción alguna.

2. Con carácter subsidiario a lo anterior, en el supuesto de que se considere
que el Club ha incurrido en algún tipo de infracción, se califique la misma como
falta leve y se imponga la sanción de apercibimiento.”.

CUARTO. Se ha solicitado el expediente e informe a ASOBAL al amparo
del artículo 79 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

QUINTO. Del expediente remitido y de toda la documentación
correspondiente se dio traslado al recurrente para que formularan las alegaciones que
estimara oportunas, remitiendo escrito con fecha 26 de mayo de 2026.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. El Tribunal Administrativo del Deporte es competente para
conocer este recurso con arreglo a lo establecido en la Disposición transitoria tercera
de la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, en concordancia con lo previsto
en el artículo 84.1 a) de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, y en los
artículos 6.2 c) y f), y 52.2 del Real Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, sobre
Disciplina Deportiva, así como en el artículo 1.a) del Real Decreto 53/2014, de 31 de
enero, por el que se desarrolla la composición, organización y funciones del Tribunal
Administrativo del Deporte.

SEGUNDO. El recurrente está legitimado activamente para plantear este
recurso, por ser titular de derechos e intereses legítimos afectados por ella, en los
términos exigidos por el artículo 33.4 del Real Decreto 1591/1992.

TERCERO. El primero de los motivos de recurso invocados es la
inexistencia de culpabilidad por ausencia de dolo o negligencia en la actuación del
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club. El Club justifica que su actuación fue en todo momento diligente, habiendo
remitido electrónicamente el aval a ASOBAL el día 5 de agosto de 2025, aduciendo
que el cambio sobrevenido por parte de ASOBAL no es imputable a su conducta, lo
que conllevó la paralización del envío para proceder a la remisión de uno nuevo, la
inminente solicitud al banco para que procedieses a la gestión del avala con las
nuevas indicaciones, y la existencia de un retraso únicamente imputable a la entidad
financiera. Así, expone en su recurso que la modificación del plazo de vigencia de un
aval ya existente no ha producido ningún desequilibrio competitivo respecto al resto
del Clubes.

De forma previa al análisis del elemento subjetivo del tipo alegado por el
recurrente como primer motivo de recurso, debe exponerse el elemento objetivo del
tipo: la infracción sancionada. La conducta constitutiva de infracción es la falta de
presentación de los avales tipificada como infracción grave en el artículo 31,
apartados a) y k), en relación con el artículo 30 del Reglamento Disciplinario
Asociativo de la Liga de Clubes Españoles de Balonmano ASOBAL.

El artículo 31 apartados a) y k) del Reglamento Disciplinario Asociativo de la
Liga de Clubes Españoles de Balonmano ASOBAL dispone expresamente:

“1.- Son faltas graves:

a) Los incumplimientos previstos en el artículo anterior cuando no se
produzcan de forma especialmente grave. (…)

k) El incumplimiento reiterado de órdenes, requerimientos, resoluciones e
instrucciones emanadas de los órganos de la Liga Profesional.”

Por su parte, el artículo 30 del Reglamento Disciplinario Asociativo de la
Liga de Clubes Españoles de Balonmano ASOBAL establece:

“1.- Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento de forma especialmente grave las normas de
contratación e inscripción de jugadores, entrenadores y demás personas sujetas a
licencia, específicamente, la presentación de una oferta fraudulenta para la
contratación de un jugador o entrenador.

b) El incumplimiento de forma especialmente grave de las normas aprobadas
por la Asamblea General relativas a la retransmisión televisiva de los partidos y/o
los acuerdos de cesión y comercialización de los derechos de explotación de
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contenidos audiovisuales de la competición profesional organizada por la Liga
Profesional, de acuerdo con lo dispuesto en los Estatutos, reglamentos y normas
internas y demás acuerdos adoptados válidamente por la Asamblea General, cuando
de dicho incumplimiento derive un incumplimiento o cumplimiento defectuoso
relevante de los compromisos contraídos por la Liga Profesional con terceros.

c) El incumplimiento de forma especialmente grave de las normas aprobadas
por la Asamblea General relativas a la actividad comercial, de marketing, sobre uso
de la imagen corporativa de la Liga Profesional y las normas relativas a
comunicación, cuando de dicho incumplimiento derive un incumplimiento o
cumplimiento defectuoso relevante de los compromisos contraídos por la Liga
Profesional con terceros.

d) La alteración de los medios técnicos o informes que en materia de venta de
entradas y control de accesos tenga instalados el Club.

e) La participación, directa o indirectamente, en apuestas, juegos de azar,
loterías y actividades o negocios similares relacionados con partidos o
competiciones de balonmano y/u otras actividades relacionadas con el balonmano.

f) La ostentación de intereses directos o indirectos, a través de terceros o con
la colaboración de éstos, en entidades, empresas, organizaciones, etc. Que
promuevan, negocien, organicen o dirijan apuestas, juegos de azar, loterías o
eventos o transacciones similares relacionadas con partidos o competiciones de
balonmano.

g) El quebrantamiento de las sanciones disciplinarias asociativas impuestas
por infracciones muy graves o graves.

h) La tercera infracción grave cometida en un período de dos años, siempre
que las dos anteriores sean firmes.

i) La no suscripción de los seguros obligatorios previstos en la normativa de
la Liga Profesional.

j) La incorrecta utilización de los fondos otorgados por la Liga Profesional.

k) El incumplimiento de forma especialmente grave de los acuerdos
económicos de la competición correspondiente.

l) La obstrucción o resistencia continuada a la función de supervisión por
parte de la Liga Profesional.
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m) El incumplimiento de forma especialmente grave del deber de presentar el
informe de auditoría de las cuentas anuales, o el resto de información que precise la
Liga Profesional para el ejercicio de su función.

n) El suministro de información falsa o la ocultación de datos relevantes.

2.- Las faltas previstas en este apartado se entenderán producidas una vez
superados los plazos previstos en cada caso para el cumplimiento de las
obligaciones, que se contarán desde que debió cumplirse el compromiso.

3.- Se considerará, en todo caso y sin perjuicio de otras circunstancias,
incumplimiento especialmente grave cuando existe un requerimiento o comunicación
previa de la Liga Profesional y cuándo el incumplimiento ha sido doloso.”

En concreto, la Propuesta de Resolución, así como la Resolución
sancionadora establecen expresamente los incumplimientos previstos en el artículo
30 letras a), k) y m).

Expuesto el elemento objetivo de la infracción, atenderemos al elemento
subjetivo. Para ello, debe partirse del artículo 12 del Real Decreto 1591/1992, de 23
de diciembre, sobre Disciplina Deportiva señala: “En la determinación de la
responsabilidad derivada de las infracciones deportivas, los órganos disciplinarios
deberán atenerse a los principios informadores del derecho sancionador.”

Partiendo de este precepto, uno de estos principios esenciales que debe
presidir la interpretación y aplicación del ejercicio de la potestad sancionadora es el
principio de culpabilidad, previsto en el artículo 28 de la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, según el cual: “Sólo podrán ser
sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas
físicas y jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los
grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los
patrimonios independientes o autónomos que resulten responsables de los mismos a
título de dolo o culpa.”

El recurrente alega que la resolución impugnada ignora que la falta de
presentación del aval se debe a un cambio sobrevenido de criterio de ASOBAL, que
el club actuó de forma diligente y que el retraso es imputable a un tercero. Añade que
la resolución sancionadora pretende imputar una responsabilidad objetiva al Club por
el mero resultado formal de la no entrega en un plazo prudencial, trasladando
indebidamente al Club las consecuencias de un retraso generado por un tercero, a
pesar de que el Club actuó con una diligencia que excede el estándar razonable. En
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este sentido, el recurso aduce que la resolución impugnada también prescinde
completamente de toda valoración sobre la intencionalidad o negligencia del Club en
cuanto al resultado del hecho objeto del expediente.

Atendiendo a la culpabilidad, la Resolución de 31 de marzo de 2026 recurrida
dispone expresamente:

“La existencia de gestiones ante el Banco Sabadell, aun acreditadas, no
excluye la responsabilidad disciplinaria cuando el resultado infractor era
objetivamente evitable mediante una actuación más diligente. En particular, consta
que el requerimiento de subsanación se produjo el 28 de agosto de 2025; que desde
dicha fecha, el Club dispuso de un margen temporal suficiente para asegurar el
cumplimiento de la obligación y, finalmente, no consta la adopción de medidas
alternativas eficaces que garantizaran la inmediata aportación de un aval válido,
pese al carácter esencial de la obligación”.

Añadiendo además que:

“La culpabilidad exigible en este ámbito radica en la omisión del deber de
diligencia reforzada que pesa sobre los clubes profesionales en materia de garantías
salariales, máxime cuando existen requerimientos expresos de la Liga y cuando el
incumplimiento afecta directamente a la seguridad económica de los jugadores y al
equilibrio competitivo.”

Este Tribunal Administrativo del Deporte comparte la valoración realizada
por la Resolución de 31 de marzo de 2026 sobe la falta de diligencia del recurrente
en la presentación del aval, deber al que se encuentra estatutariamente obligado. La
culpabilidad puede manifestarse tanto a título de dolo -intencionalidad a la que alude
el órgano disciplinario- como a título de culpa o simple negligencia. Por lo tanto,
para negar el elemento subjetivo no basta con negar la existencia de dolo, sino que
habrá que analizar si concurre o no negligencia.

En el presente caso, la falta de presentación del aval en un período de tiempo
razonable (desde finales agosto 2025 hasta enero de 2026 sin que se hubiese
procedido a su presentación ante ASOBAL) no puede calificarse como un simple
error inocuo, sino como una inobservancia de un deber reglamentario esencial,
imputable al club. La diligencia en la actuación del club los días 28 de agosto y 1 de
septiembre de 2025 no exime de responsabilidad al mismo por el incumplimiento de
un deber durante más de cinco meses. La pasividad del club durante este período
para proceder al cumplimiento de la presentación del aval requerido es un claro
supuesto de negligencia, que colma el elemento subjetivo del tipo.
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En consecuencia, el presente motivo de recurso debe ser desestimado.

CUARTO. El segundo de los motivos de recurso la vulneración del principio
de tipicidad, destacando el Club recurrente que no existe un plazo normativo para la
entrega del aval ni tampoco se otorgó plazo específico para proceder a su
subsanación, así como la naturaleza de concepto jurídico indeterminado del “plazo
razonable” que impide apreciar una conducta típica.

Entiende el recurso que la falta de concreción de un plazo por parte de
ASOBAL para la remisión del nuevo aval se traduce en una falta de tipicidad de la
conducta, ya que no existía una orden clara por parte de ASOBAL sobre el plazo
para la presentación del aval cuya modificación había sido solicitada, por lo que no
puede hablarse de incumplimiento reiterado de órdenes conforme al artículo 31 k)
del Reglamento Disciplinario Asociativo de la Liga de Clubes Españoles de
Balonmano ASOBAL.

La Resolución de 31 de marzo de 2026 entiende que en ausencia de un plazo
reglamentariamente tasado, la obligación debía cumplirse de forma inmediata o, en
todo caso, en un plazo mínimo razonable atendiendo a su naturaleza, sin que pueda
admitirse una prolongación en el tiempo como la producida en el presente caso.

Comparte este Tribunal Administrativo del Deporte, la consideración del
término plazo razonable como un concepto jurídico indeterminado, pero niega que
esta circunstancia excluya la obligatoriedad del cumplimiento de un deber
estatutariamente establecido. Para la determinación del cumplimiento de la
obligación en un plazo razonable debe atenderse a las circunstancias concurrentes en
el caso concreto, especialmente a la naturaleza de la obligación impuesta, así como a
la conducta del obligado.

La obligación incumplida se recoge por el Artículo 15 in fine, en relación con
el artículo 30 del Convenio Colectivo del Balonmano profesional suscrito en fecha
16 de febrero de 2024 (BOE Nº 165, de 27 de junio de 2024). El citado artículo 15
establece en su último párrafo que “todos los clubes o SAD depositarán un aval o
garantía salarial de 9.000 euros por temporada. Dicho aval aumentará hasta 12.000
euros por temporada para aquellos clubes que contraten hasta dos (2) jugadores a
tiempo parcial al 50 % de la jornada laboral, según el primer párrafo de este
artículo.”

En el mismo sentido, el artículo 30 del mismo texto legal reconoce que “cada
uno de los clubes o entidades deportivas componentes de la Liga ASOBAL
garantizarán, con carácter obligatorio, el cobro de las cantidades que adeuden a los
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jugadores en concepto de salario pactado en contrato individual, mediante la
prestación de los avales o garantías necesarias según lo previsto en el artículo 15
del presente Convenio colectivo, que serán formalizados y cuyo depósito se realizará
en ASOBAL. Cada uno de los clubes o SAD participantes en la Liga ASOBAL
depositarán la cuantía del aval conforme al artículo 15 del presente Convenio
colectivo, al objeto de responder con dicha suma única y exclusivamente del pago de
las resoluciones firmes de la comisión paritaria que sean relativas a reclamaciones
salariales de jugadores profesionales, que se hubieran producido en la temporada
deportiva en curso y que tengan su justificación en los contratos laborales
debidamente presentados en la asociación para dicha temporada y cantidades
salariales que se hubieran devengado durante la misma.

Una vez ejecutado dicho aval o garantía salarial, el club ejecutado
responderá el plazo máximo de veinte días naturales a contar desde la fecha de la
firmeza de la resolución de la Comisión paritaria con el depósito en ASOBAL de
otro aval de la misma cuantía que el ejecutado. Si dicha garantía no fuera entregada
en dicho plazo, o no respondiera a las exigidas por la comisión paritaria ASOBAL-
AJBM, se procederá a poner dicha circunstancia en conocimiento del Consejo
Superior de Deportes a efectos de aplicar la reglamentación correspondiente. En
cualquier caso, antes del comienzo de la temporada, se aplicarán las normas
federativas de participación en competiciones oficiales respecto de la exigencia de
garantías complementarias por la comisión de seguimiento de la RFEBM.”

Por su parte, el artículo 18 apartados i) y j) del Reglamento Interno de la Liga
Profesional ASOBAL, relativo a las obligaciones de los socios, con remisión al
artículo 10 del mismo texto legal, establece que deberán los clubes, i) Someterse a
las normas de control económico establecidas por la propia Asociación, o por los
convenios y/o protocolos que ésta pueda tener suscritos con la RFEBM o el Consejo
Superior de Deportes, aportando su máxima colaboración en todos aquellos trámites
que les sean solicitados y en especial a lo dispuesto en el Reglamento de Control
Económico. En caso de incumplimiento de esta obligación y de las derivadas de la
aplicación del Reglamento de Control Económico, se aplicará el Régimen
Disciplinario Interno de Asobal en sus artículos 58 y siguientes, teniendo en todo
caso el incumplimiento del deber de colaboración el carácter de infracción muy
grave; y j) Acatar la normativa laboral existente en el sector y expresamente el
Convenio Colectivo vigente, siendo requisito necesario para poder inscribir al Club
en la competición. Pronunciándose, en igual sentido respecto a las obligaciones de
los clubes, el artículo 12 de los Estatutos de la Liga Profesional ASOBAL.
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La naturaleza de la obligación prevista de la presentación de avales o garantía
salarial ante la Liga Profesional es la de asegurar el salario de los jugadores durante
la temporada. A la vista de la naturaleza de la obligación concurrente, resulta
evidente que, tratándose de la constitución de una garantía salarial, la prestación y
presentación de la misma debe producirse con anterioridad los efectos propios de la
obligación garantizada, es decir, antes de que devengan exigibles las obligaciones
pecuniarias del club con sus jugadores. En este mismo sentido, se establece la
presentación y constitución de un aval por temporada, que debe presentarse antes del
inicio de la misma y mantener su vigencia durante toda la temporada. Por tanto,
aunque la presentación en un “plazo razonable” puede entenderse como u concepto
jurídico indeterminado, sin lugar a dudas, la naturaleza de la obligación implica que
su cumplimiento deber realizarse antes del inicio de la temporada.

En cuando a la conducta del obligado, es decir, la actuación del club
recurrente orientada al cumplimiento de esta obligación. En un inicio, la actuación
del club fue diligente para el cumplimiento del deber en un plazo razonable,
presentando el plazo el aval que debía ser modificado, así como comunicándose
inmediatamente con la entidad financiera encargada del mismo. Sin embargo, con
posterioridad, la falta de cumplimiento de dicha obligación en un plazo superior a
cinco meses, desvirtúa por completo la finalidad de la obligación impuesta, y en
consecuencia, no puede entenderse como cumplimiento en periodo razonable de
tiempo. El conocimiento pleno de la falta de presentación de la garantía en dicho
periodo una vez iniciada la temporada, así como la falta de actividad del club
recurrente para su cumplimiento, enervan toda dispensa de la responsabilidad con
fundamento en un concepto jurídico indeterminado.

Por último, atendiendo a la reiteración en la conducta infractora, el Informe
de la Secretaría General de la Liga ASOBAL remitido durante la instrucción recoge
la existencia de varios recordatorios emitidos al club recurrente para el cumplimiento
de la obligación durante los meses de septiembre y noviembre de 2025. En
consecuencia, se entiende satisfecho el requisito de la reiteración en el requerimiento
por parte de la ASOBAL para el cumplimiento de una la obligación.

En virtud de lo anteriormente expuesto, el presente motivo de recurso debe
ser desestimado.

QUINTO. Por último, con carácter subsidiario, el recurrente entiende como
manifiestamente desproporcionada y contraria a derecho la calificación de la
infracción como grave y la sanción impuesta. En este sentido, propone su
calificación como falta leve del artículo 32.f) del Reglamento Disciplinario
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Asociativo. Añade que, atendiendo a las circunstancias concurrentes y a la
proporcionalidad de la sanción, debería imponerse una sanción de apercibimiento,
conforme al art. 36.a) del Reglamento Disciplinario Asociativo.

El recurso propone la calificación de la infracción conforme al artículo 32. f)
del Reglamento Disciplinario Asociativo, que establece lo siguiente:

“f) La presentación fuera del plazo establecido de la información o
documentación a que viene obligado, en cumplimiento de lo previsto en los
Estatutos, reglamentos y normas internas, siempre que no constituya falta grave o
muy grave.”

La Resolución recurrida motiva la tipificación de la infracción como grave y
la sanción impuesta afirmando la concurrencia de “elementos que justifican
plenamente la calificación como infracción grave, como la persistencia en el
incumplimiento a lo largo del tiempo, la existencia de un requerimiento expreso de
subsanación, la entidad de la obligación incumplida y el riesgo generado para
terceros.

En definitiva, del conjunto de las actuaciones practicadas, de la
documentación obrante en el expediente y de la valoración conjunta de las
alegaciones formuladas por el Club, no se desprende la existencia de elemento
alguno que permita desvirtuar los hechos imputados ni alterar la calificación
jurídica de los mismos. Antes al contrario, queda acreditado que el incumplimiento
de la obligación de aportar una garantía salarial válida ante ASOBAL resulta
imputable al expedientado, al no haber desplegado la diligencia exigible para
asegurar su cumplimiento efectivo en tiempo y forma, tratándose de una obligación
estructural, conocida y esencial en el marco del sistema de control económico de la
competición.”

Analizada la motivación contenida en la Resolución recurrida, este Tribunal
no aprecia que dicha calificación resulte arbitraria, irrazonable o desproporcionada.
Al contrario, responde a una valoración motivada de las circunstancias concurrentes
efectuada por los órganos competentes, por lo que la consideración del
incumplimiento de la obligación establecida como grave resulta plenamente
conforme a la normativa aplicable.

Procede, en consecuencia, la desestimación de este último motivo de recurso.

En su virtud, este Tribunal Administrativo del Deporte
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ACUERDA

DESESTIMAR el recurso formulado por D. xxxxxxxx, en su calidad de 
Presidente del CLUB ___________ contra la Resolución de 31 de marzo de 2026 
del Juez Disciplinario de la Liga Asobal.

La presente resolución es definitiva en vía administrativa, y contra la misma 
podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sección de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Central de Instancia, con sede en Madrid, 
en el plazo de dos meses desde su notificación.

LA PRESIDENTA LA SECRETARIA
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